
QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 40, 41 Y 115 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARTHA ANGÉLICA TAGLE MARTÍNEZ, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita, Martha Tagle Martínez, integrante de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la 

Unión, en el ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 6, 

numeral 1, fracción I; 77 numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite 

someter respetuosamente a esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforman los artículos 40 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor 

de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La noción de democracia ha sido uno de los temas más discutidos a lo largo de la historia, ya que 

resulta definitoria a la hora de estructurar las relaciones Estado-sociedad. Como forma de gobierno 

se sustenta en que la soberanía del poder reside en el pueblo y es ejercida a través de la representación, 
es decir: se alude a unademocracia representativa . Al tiempo de transitar hacia un esquema donde 

la ciudadanía desempeña un papel central en la vida pública transformándose en una democracia 

participativa. 

No obstante, la democracia en tanto sistema enfrenta un gran problema: la exclusión histórica de la 

mitad de la población en el ámbito de la toma de decisiones públicas. En este contexto, la escasa 
participación política de las mujeres ha dejado de ser considerada como una mera anécdota para 

convertirse en uno de los desafíos de legitimación más agudo que deben sortear las democracias 

modernas.1 

La paridad de género, a la vez que contribuye a revertir la discriminación y exclusión de las 
ciudadanas, simboliza un elemento fundamental para hacer frente a la crisis de representación por la 

que atraviesan los sistemas democráticos y con ello contribuye a erradicar el déficit de participación 

de las mujeres. 

De ahí que: “alcanzar la equidad entre los géneros es un principio básico del desarrollo y una 

oportunidad para la democracia; puesto que la intervención de las mujeres en los cargos de decisión 
política podría fortalecer como mínimo dos aspectos: el establecimiento de un gobierno incluyente, y 

el reconocimiento y autorreconocimiento de las mujeres como sujetos diferentes pero iguales frente 

al ejercicio de los derechos políticos”.2 

En este camino, la Asamblea General del Parlamento Latinoamericano (Parlatino) aprobó en 2013 
una resolución sobre la participación política de las mujeres, misma que un año más tarde derivó en 

la Norma Marco para Consolidar la Democracia Paritaria que serviría como referente para poner 

en marcha reformas institucionales y políticas en la región a fin de promover y garantizar la igualdad 

sustantiva, por ejemplo a través de la implementación de la paridad en sus dos dimensiones: vertical 

y horizontal. 

Lo anterior, como antesala del derecho de las mujeres a participar en la toma de decisiones y asuntos 

públicos reconocido en diversos tratados internacionales: Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. En los que, de manera general, 



se reivindica el hecho de que la participación de las mujeres en ámbito de la política es un derecho 

humano fundamental, al mismo tiempo que constituye un requisito básico para la alcanzar la igualdad 

entre mujeres y hombres, el respeto pleno a la ciudadanía y el fortalecimiento de la democracia. 

Sin embargo, en México -al igual que en diversos países- persisten fuertes resistencias para el pleno 
ejercicio de este derecho y para reorganizar las lógicas de poder que sustentan el ámbito político. De 

ahí que una de las consecuencias no deseadas de los avances que se han registrado en la materia, es 

el incremento de casos de violencia contra mujeres en política que ha tenido lugar en años recientes, 
sobre todo tras el reconocimiento de la paridad de género como principio constitucional en nuestro 

país (2014). 

Tras la inclusión del principio de paridad en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, su implementación comenzó a verse mermada por una serie de estrategias y maniobras 

por parte de los partidos políticos. De ahí que, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación (TEPJF) haya emitido diversas jurisprudencias en la materia, destacan: 

6/2015 y 7/2015 : Los partidos y las autoridades electorales deben garantizar la paridad de género 

en la postulación de candidaturas municipales desde una doble dimensión: vertical y horizontal. 

8/2015 y 9/2015: La igualdad, exige que la aplicación normativa posibilite el ejercicio de los 

derechos (y que) es necesario eliminar los obstáculos históricos que lo impiden y que se basan en 

características personales, sociales, culturales o contextuales. 

En el mismo sentido, años más tarde el Instituto Nacional Electoral (INE) emitió el “Acuerdo del 
Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se indican los criterios aplicables para el 

registro de candidaturas a los distintos cargos de elección popular que presenten los partidos políticos 

y, en su caso, las coaliciones ante los Consejos del Instituto, para el Proceso Electoral Federal 2017-

2018”, identificado con la clave INE/CG508/2017 donde entre otras cuestiones, señaló que: 

El principio de paridad de género en sus dos dimensiones (vertical y horizontal) está encaminado a 

materializar la igualdad entre hombres y mujeres en la postulación de candidaturas, con la finalidad 

de garantizar el ejercicio efectivo de los derechos político-electorales de las mujeres, motivo por el 

cual, esta autoridad considera debe garantizarse también en la postulación de candidaturas al Senado 

de la República, así como en las candidaturas a diputaciones federales. 

De tal reconocimiento y de la existencia de lineamientos de carácter obligatorio para los partidos 

políticos, la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión quedó integrada prácticamente de manera 

paritaria, 48.2 por ciento de las curules de la Cámara de Diputados y 49.2 por ciento de los escaños 
del Senado está ocupado por legisladoras. Colocando a México en el cuarto lugar a nivel mundial con 

mayor número de diputadas y el tercero por el número de legisladoras en la Cámara Alta (Inter-

Parlamentarian Union, 2018). 

Datos del INE revelan que, a nivel local, el número de legisladoras incrementó de manera importante 

tras el proceso electoral 2017-2018. En 27 entidades federativas que renovaron sus congresos locales, 

de las 972 diputaciones, 471 fueron obtenidas por mujeres, es decir: 49.5 por ciento. 



 

Por su parte, en 25 entidades hubo elección de ayuntamientos y alcaldías. De los 1,612 espacios, en 
431, las mujeres obtuvieron el triunfo, es decir 27.04 por ciento; cifra que da cuenta de la existencia 

de mayores obstáculos para el acceso de las mujeres a los cargos en el nivel municipal, considerando 

además que éste es el primer contacto con la ciudadanía y sus demandas; por lo que resulta 

imprescindible la participación equilibrada de mujeres y hombres en la integración de los cabildos. 

Como parte de las resistencias por parte de los partidos políticos para incumplir con la 
implementación de la paridad de género, destaca lo ocurrido en los estados de Oaxaca y Chiapas 

donde si bien intentaron burlar la ley, esto fue impedido por la rápida intervención de redes de 

defensoras de derechos político-electorales de las mujeres y de las instituciones competentes tanto a 

nivel estatal como nacional. 



El Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca (IEEPCO) emitió unos 

lineamientos donde se dispuso una acción afirmativa para las personas transgénero, transexuales, 

intersexuales o muxes, que consistía en que “la postulación de la candidatura corresponderá al género 
al que la persona se auto adscriba y dicha candidatura será tomada en cuenta para el cumplimiento 

del principio de paridad de género. De la cual el partido político postulante deberá informar en el 

registro correspondiente a la fórmula o planilla de que se trate”. 

En tal escenario, los partidos políticos registraron 17 falsas candidaturas trans como una estrategia 
para sacar ventaja de tal disposición. Pero tras señalarse que los hombres postulados eran hombres 

heterosexuales, el IEEPCO canceló los registros y sancionó a los partidos políticos involucrados a fin 

de garantizar la correcta implementación del principio de paridad de género en el estado.3 

Por su parte, en el estado de Chiapas se tuvo conocimiento de que al menos 50 mujeres electas para 

los cargos de presidenta municipales, síndicas y regidoras, habían presentado su renuncia ante el 
Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana de Chiapas (IEPC), ello con el objetivo de que los 

hombres ocuparan dichos espacios. Ante ello, redes de mujeres como la Red Chiapas por la Paridad 

Efectiva (REPARE) abogaron para que estos hechos fueran investigados como violencia política 
contra las mujeres ya que había claros indicios de que las candidatas electas habían sido objeto de 

presiones para que renunciaran a sus cargos. 

A raíz de ello y de la intervención del IEPC y de la atracción del caso por parte del INE, diversas 

mujeres cancelaron su renuncia y, en otros casos, el INE designó a otras candidatas para ocupar los 

cargos que correspondían exclusivamente a las mujeres. Con ello, finalmente se impidió el objetivo 

de los partidos políticos: el incumplimiento de la paridad de género.4 

Lo anterior, refuerza la necesidad de incluir desde la Constitución Política de los Estados Mexicanos 

la obligación expresa que tienen los partidos políticos de cumplir con la paridad de género en sus dos 

dimensiones. Con ello, se reduce la posibilidad de que casos como los antes descritos se presenten en 
los siguientes procesos electorales y, con ello que las mujeres ejerzan sus derechos político-

electorales en un ambiente libre de violencias. 

La presente iniciativa busca la plena inclusión de las mujeres en la vida política del país, además de 

avanzar con el cumplimiento de los valores democráticos y solucionar el déficit de representatividad 

de las mujeres dentro de la esfera pública. Teniendo como premisa que “alcanzar la equidad entre los 
géneros es un principio básico del desarrollo y una oportunidad para la democracia; puesto que la 

intervención de las mujeres en los cargos de decisión política podría fortalecer como mínimo dos 

aspectos: el establecimiento de un gobierno incluyente, y el reconocimiento y autoreconocimiento de 

las mujeres como sujetos diferentes pero iguales frente al ejercicio de los derechos políticos”5 

Así, el punto de partida de la reflexión hacia la paridad democrática debe ser comprendida bajo la 

revisión del concepto de ciudadanía y la consideración de que ésta se compone por igual de mujeres 

y hombres. En consecuencia, ambos deben estar representados en porcentajes y ámbitos iguales en el 

sistema político. No se trata únicamente de cubrir una cuota mayor de cargos políticos a favor de las 
mujeres, sino de reconocer y respetar, de manera efectiva y en un sentido amplio, la igualdad entre 

mujeres y hombres. 

Hablar de la paridad de género y de democracia paritaria como su expresión más amplia, es hablar de 

una realidad más democrática y justa, tarea fundamental del Estado Mexicano. La democracia 
paritaria no pretende ser una acción afirmativa, ni el establecimiento de una cuota mayor a favor de 



las mujeres, ni una medida temporal para cerrar gradualmente la brecha entre hombres y mujeres, 

sino una medida definitiva para alcanzar la igualdad sustantiva. 

A razón de los motivos expuestos se propone la siguiente modificación: 





 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los artículos 71, fracción II de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dispuesto por los diversos 6, 

numeral 1, fracción I; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración del pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 40, 41 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 

Artículo Único. Se reforman los artículos 40, 41 y 115 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, 

democrática, paritaria , laica y federal, compuesta por Estados libres y soberanos en todo lo 



concerniente a su régimen interior, y por la Ciudad de México, unidos en una federación establecida 

según los principios de esta ley fundamental. 

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la 

competencia de éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes 
interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las 

particulares de cada Estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las 

estipulaciones del Pacto Federal. 

La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, 

auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases: 

I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las normas y requisitos 
para su registro legal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral y los 

derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden. 

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, 

contribuir a la integración de los órganos de representación política y como organizaciones de 
ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los 

programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, 

así como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros en su dimensión vertical y 

horizontal , en candidaturas a legisladores federales y locales. Sólo los ciudadanos podrán formar 
partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a ellos; por tanto, quedan prohibidas la 

intervención de organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la creación de partidos 

y cualquier forma de afiliación corporativa. 

[...] 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, 
representativo, democrático, paritario, laico y popular, teniendo como base de su división territorial 

y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, que estará 

conformado por una Presidencia Municipal y el número de regidurías y sindicaturas que la 

ley determine respetando en todo momento el principio de paridad entre los géneros . La 
competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento 

de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. 

Il-X... 

Artículos Transitorios 

Primero: El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Segundo: El Congreso de la Unión y los congresos locales dispondrán de 180 días, contados a partir 

de la entrada en vigor del presente Decreto, para realizar las reformas legales conducentes. 

Notas 
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Dado en la honorable Cámara de Diputados, el día 19 de febrero de 2019. 

Diputada Martha Tagle Martínez (rúbrica) 

 


